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PLIEGO DE CONDICIONES TECNICAS PARA LA CONTRATACION DE LA GESTION DE LOS SERVICIOS DE INTERVENCIÓN SOCIOEDUCATIVA y PSICOSOCIAL.


I.- OBJETO DE LA CONTRATACIÓN

Es objeto del presente contrato la prestación de los Servicios de Intervención Socioeducativa y/o Psicosocial, así como de atención a la violencia sexual en situaciones de desprotección infantil para el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales de la Diputación Foral de Gipuzkoa Esto es, la gestión de los programas Bideratu y Trebatu, de atención especializada a personas menores de edad y sus familias, cuando se da una situación de riesgo de desprotección grave o desamparo, para lo cual se plantean dos lotes diferenciados. Lote 1. Programa Bideratu y Lote 2. Programa Trebatu


I.1 Marco Legislativo

Estos servicios de intervención socioeducativa, psicosocial responden a las responsabilidades forales determinadas en el artículo 22 de la Ley 12/2008 de Servicios Sociales:

Artículo 22.- Catálogo de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales.
Los servicios y prestaciones económicas incluidas en el Catálogo del Sistema Vasco de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco serán los siguientes:
2.- Servicios sociales de atención secundaria:
2.7.- Otros servicios de atención secundaria.
2.7.3.1. Servicios de intervención socioeducativa y/o psicosocial con familias.

Así mismo, la Ley 2/2024, de 15 de febrero, de Infancia y Adolescencia del País Vasco (en adelante LIA) establece el derecho de las víctimas a “Recibir de la administración o administraciones públicas competentes el apoyo educativo y psicoterapéutico que sea necesario y conveniente a su interés superior, en atención a sus particulares necesidades o circunstancias especiales, o para superar trastornos psicosociales de origen”.

Dicha ley, con respecto a los criterios que rigen la actuación administrativa, en su artículo 162.2 establece la necesidad de “dar prioridad, siempre que sea posible, a la atención de las personas menores en su propia familia. Para ello, ofertarán programas de intervención familiar capaces de orientar a las representantes y los representantes legales o personas acogedoras o guardadoras cuando se aprecien déficits en el ejercicio de sus deberes de atención y cuidado. Lo anterior deberá entenderse salvo que no sea conveniente para el interés superior de la persona menor de edad, en cuyo caso se garantizará la adopción de medidas de protección estables. En esos supuestos se priorizará el acogimiento familiar frente al institucional”

Del mismo modo y al respecto de la violencia sexual, en atención a su especificidad, el art 43 de la LIA establece que “En aquellas situaciones que se consideren de especial gravedad por la tipología del acto violento, especialmente en los casos de delitos de naturaleza sexual, se requerirá de la intervención de un profesional especializado desde la comunicación o detección del caso. (…). Los poderes públicos garantizarán a los niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos violentos y, en todo caso, de delitos de naturaleza sexual, de trata o de violencia de género una atención integral para su recuperación a través de servicios especializados”. 

II. CARACTERISTICAS TÉCNICAS

II.1 Personas Destinatarias Del Servicio

Estos servicios se dirigen a familias que experimentan dificultades graves para la crianza y en las que se produce una situación de alto riesgo de desamparo. Son familias en crisis y en las que se intenta promover el mantenimiento del niño, niña o adolescente en su entorno familiar en la medida de lo posible, a través de acciones (orientación e intervención socioeducativa, intervención psicosocial, apoyo social...) dirigidas a mejorar la capacidad de los padres y madres, así como tutores, guardadores, acogedores, entre otros o a complementar a éstos en las tareas de cuidado de sus hijos e hijas menores de edad.
Así mismo, podrán ser destinatarios aquellos casos en que, habiéndose adoptado una medida legal de separación, se valore que tanto la familia como la persona menor de edad precisan de una intervención socioeducativa y/o psicosocial y/o terapéutica que permita dotar a la familia de herramientas para tener relaciones lo más beneficiosas posible para las personas menores de edad y, en la medida de lo posible, realizar la vuelta al domicilio familiar en unas adecuadas condiciones de crianza y socialización.


II.2 Actividades A Desarrollar Y/O Objetivos De Los Programas

Estos servicios se desarrollarán en el marco concreto de la intervención social, desarrollando intervenciones socioeducativas, psicosociales y psicológicas, estas últimas centradas en casos de trauma complejo, destinadas a garantizar un vínculo familiar seguro y que ofrezca respuestas adecuadas a las necesidades de las niñas, niños y adolescentes atendidos.

Se entenderá por:
[bookmark: _GoBack]Intervención psicosocial: La que analiza cómo el entorno influye en el bienestar de la persona y actúa simultáneamente sobre ambos aspectos. Ej: apoyo a la parentalidad positiva, trabajo con la familia de origen, intervención en conflictos familiares, fortalecimiento de redes de apoyo, trabajo de vinculación familiar, preparación del retorno familiar…

Intervención Socioeducativa: Es la intervención educativa orientada a la integración social y al desarrollo de capacidades para la vida cotidiana. Busca favorecer la autonomía y la inclusión social. Ej: Uso adecuado de recursos comunitarios, aprender a administrar dinero, adquisición de hábitos de higiene, organización del tiempo, inserción laboral, entrenamiento para la vida independiente
Intervención Psicológica: Es la intervención clínica o terapéutica dirigida a los procesos psicológicos de la persona. Ej: Tratamiento del trauma derivado de malos tratos, intervención sobre ansiedad, depresión o estrés postraumático, trabajo de regulación emocional, abordaje de los problemas de apego con la persona menor de edad, tratamiento de conductas autolesivas…
En todas ellas, se potenciará en lo posible la preservación de la unidad familiar (biológica, adoptiva o de acogida), o, en aquellos casos en que se haya tenido que adoptar una medida de separación familiar, se promoverá la reincorporación de la persona menor de edad con su familia de origen, procurando, en cualquier caso, el desarrollo de mecanismos protectores en la comunidad. En los casos en que esta reincorporación no sea posible, podrán desarrollarse intervenciones destinadas a mantener o desarrollar aspectos positivos de la relación progenitores-personas menores de edad, o personas guardadoras-personas acogidas, que promuevan un vínculo sano entre ellos.
Para ello, se abordarán las dificultades y carencias que están en la base de las situaciones de negligencia o maltrato detectadas, y se implantarán acciones que ayuden a las figuras adultas que ejercen el cuidado de las personas menores de edad a mejorar sus competencias y prácticas parentales, para incorporar dinámicas de buen trato, cuidado y protección hacia ellas, así como se dotará a las personas menores de edad de habilidades para hacer frente a dichas situaciones.
Asimismo, se abordarán aquellas situaciones de violencia sexual infantil en los términos que posteriormente se indican.
Las metodologías de intervención deberán ser flexibles, buscando la personalización y el máximo beneficio para cada caso. Las intervenciones deberán basarse en desarrollos metodológicos diversos que faciliten la adaptación de las actuaciones a las variables y especificidades de las personas atendidas.
Estos desarrollos metodológicos deberán estar, en la medida de lo posible, respaldados por investigaciones o evaluaciones que hayan evidenciado su eficacia.
Así mismo, las entidades adjudicatarias deberán realizar una evaluación continua de la eficacia, eficiencia y calidad de los servicios prestados, con el objetivo de lograr una mejora continua de la pertinencia, calidad y efectividad de las intervenciones ofrecidas.
Las entidades adjudicatarias colaborarán activamente con los diferentes equipos que trabajan con y para el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia para asesorarles y orientarles, cuando lo demanden, respecto de las casuísticas, características, enfoques y actuaciones de la atención a las personas menores de edad atendidas y sus familias.
Las adjudicatarias notificarán por escrito al Departamento de Cuidados y Políticas Sociales las incidencias que se produzcan en el servicio con relación a las personas usuarias de los programas en el plazo para ello establecido.
El Departamento de Cuidados y Políticas Sociales, como resultado de la evaluación que realice de los programas, podrá proponer la introducción de variaciones en el funcionamiento de los servicios, así como la posibilidad de ofrecer servicios alternativos más adecuados a las necesidades de las personas atendidas

Lote 1. Programa BIDERATU, 

El programa se centra en la atención psicosocial y psicoterapéutica especializada a niños, niñas y adolescentes y sus familias en contextos de trauma complejo asociados a graves conflictos de convivencia, incluyendo violencia filio-parental y dinámicas de maltrato vinculadas a dificultades en el establecimiento de vínculos y modelos relacionales inadecuados, así como la violencia sexual dirigida hacia personas menores de edad.
La atención que se preste desde este programa será coherente con el modelo de atención definido por el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia.
Estas intervenciones tendrán carácter socioeducativo, psicosocial y psicológico y podrán desarrollarse en cualquiera de las situaciones en que se encuentre la persona menor de edad atendida por el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia:
· En el domicilio de la familia biológica o adoptiva.
· En acogimiento familiar.
· En acogimiento residencial.
Asimismo, desde este programa especializado de apoyo técnico, se realizará la intervención de asesoramiento y consultiva, fortalecimiento de capacidades profesionales y familiares ante situaciones de violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes. También realizará la evaluación en posibles casos de violencia sexual contra la infancia y adolescencia, así como la implementación de intervenciones terapéuticas dirigidas a víctimas y personas agresoras, con el objetivo de favorecer la recuperación emocional, la protección y la reducción de factores de riesgo.
Del mismo modo, abordará conductas sexuales inapropiadas entre personas menores de edad mediante actuaciones preventivas orientadas a promover relaciones seguras y respetuosas.
Es un recurso de carácter preventivo, consultivo y de apoyo a la intervención, orientado a favorecer la detección temprana, la adecuada valoración de las situaciones de riesgo o desprotección, la activación coordinada de los recursos competentes y la adopción de actuaciones ajustadas al interés superior de la persona menor de edad.
Asimismo, el programa contribuirá a la mejora de las competencias profesionales y parentales para el abordaje de las consecuencias derivadas de la violencia sexual infantil, promoviendo entornos protectores, la reparación del daño, la recuperación de las víctimas y la prevención de la victimización secundaria.


Lote 2. Programa TREBATU,

Se trata de un programa de intervención especializado, concebido para dar respuesta en el Territorio Histórico de Gipuzkoa a aquellas situaciones en las que se valore y oriente a una intervención socioeducativa y psicosocial para niños, niñas, adolescentes y sus familias en las que se manifiestan o se han manifestado graves indicadores de maltrato y/o abandono infantil.
Este programa especialmente atenderá aquellas situaciones en las que los indicadores principalmente muestran graves y sostenidas negligencias y aquellas otras en las que se está trabajando un proceso de reunificación familiar y se ve necesario un acompañamiento profesional.
También procurará la intervención psicoterapéutica en situaciones de trauma complejo con niñas, niños, adolescentes y sus familias en las que se manifiestan o se han manifestado graves situaciones de maltrato y/o abandono infantil, en cualquiera de sus tipologías.
Este programa dotará de apoyos socioeducativos y psicosociales a familias que se valora necesitan apoyo en sus competencias parentales, educativas y emocionales.
El programa Trebatu buscará fomentar nuevos modelos relacionales y dinámicas familiares adecuadas, de modo que se logren espacios protectores para las personas menores de edad.
Del mismo modo, también realizará la atención y seguimiento de aquellas personas menores de edad que no están presentando adherencia al recurso residencial al que están orientadas, cuando se valore que un abordaje técnico sin una estructura residencial y con una mayor flexibilidad y menor exigencia puede permitir realizar una intervención, aunque ésta resulte de menor intensidad que la deseada y valorada inicialmente como adecuada.
La atención que se preste desde este programa será coherente con el modelo de atención definido por el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia.
Estas intervenciones tendrán carácter socioeducativo, psicosocial y psicológico y podrán desarrollarse en cualquiera de las situaciones en que se encuentre la persona menor de edad atendida por el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia:
· En el domicilio de la familia biológica o adoptiva.
· En acogimiento familiar.
· En acogimiento residencial.

III.- FASES DE DESARROLLO DEL SERVICIO

III.1 Fase 0. Derivación

Será competencia del Departamento de Cuidados y Políticas Sociales la determinación de los casos que deberán derivarse a cada uno de los programas, así como la decisión de dar por finalizada la intervención y cualquier otra decisión relevante que afecte al proceso de intervención.

Las entidades gestoras del servicio deberán atender todas las derivaciones de casos remitidas desde el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia. La violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes se atenderá con carácter preferente dentro del programa Bideratu.

Las adjudicatarias designarán para cada caso una persona referente, valorando la demanda de atención remitida por la persona Responsable de Caso, y aplicando los criterios de flexibilidad, movilidad y prioridad del respeto a la disponibilidad de las personas objeto de atención. Igualmente se deberán garantizar los derechos lingüísticos de las personas menores de edad y sus familias.

Esta figura será la referencia para el resto de personas/profesionales/servicios implicados en la intervención. Para ello:
· Garantizará que cada persona menor de edad y cada familia disponen de un Plan de Intervención en los plazos de tiempo establecidos para ello.
· Gestionará y coordinará la provisión de los recursos y servicios acordados en dicho Plan y asegurará la revisión periódica del mismo.
· Centralizará la información de la intervención.
· Mantendrá actualizada la información de la situación de la intervención con el niño, niña o adolescente y las familias.

Así mismo, las entidades adjudicatarias deberán tener en cuenta a distintas entidades, asociaciones e instituciones que estén trabajando en las mismas áreas de actuación, y que sean susceptibles de ofrecer recursos eficaces para los casos, objetivando y acordando sistemas de colaboración y de aprovechamiento de los citados recursos, a fin de evitar duplicidades o vacíos en la atención.

El Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia determinará, a través de su Comisión Técnica, las propuestas de actuación a desarrollar con las niñas, niños, adolescentes y familias que se atienden. Será la persona Responsable de Caso quien, tras el acuerdo de la Comisión Técnica del Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia, traslade a la entidad prestataria de este servicio la demanda de atención definida en el correspondiente Plan de Caso.


III.2 Fase 1. Recepción Y Elaboración Del Plan De Intervención 


En esta fase se trata de evaluar las fortalezas, debilidades y oportunidades presentes en las familias y sus miembros, así como la situación de la persona menor de edad. Esta evaluación, en la que deben participar activamente los miembros de la familia, concluirá con la elaboración de un Plan de Intervención, derivado de la finalidad y objetivos del Plan de Caso, que debe revisarse y actualizarse en las fases posteriores de intervención. Esta planificación estructurada podrá modularse en función de la evolución del caso.
Aspectos determinantes a llevar a cabo en esta fase son:

· El establecimiento de una vinculación positiva con los miembros de la familia. 
· Completar la información que se tiene de la familia y la persona menor de edad. sobre: funcionamiento, la cobertura de las necesidades del niño, niña o adolescente, las consecuencias de la situación de desprotección en el desarrollo físico, cognitivo, psicológico y social de la persona menor de edad y las necesidades específicas de apoyo
· Detección de las áreas de mejora y de los aspectos positivos a reforzar
· Analizar qué recursos propios, sociales, etc. pueden ser necesarios para el desarrollo de la intervención

La duración de esta fase será como máximo de dos meses desde la recepción del caso hasta la presentación del correspondiente Plan de Intervención a la persona responsable de caso.

III.3 Fase 2. Intervención Socioeducativa y Psicosocial y Psicológico

Esta fase se inicia una vez aceptado por la persona responsable de caso el Plan de Intervención propuesto y tras la explicación de su contenido a las personas menores de edad y familias e implicadas. Se deberá firmar un acuerdo de participación que explicite los objetivos específicos del Plan de Intervención, su temporalidad e intensidad, los recursos a utilizar, así como el compromiso de la persona menor de edad con suficiente capacidad y familia a participar en el proceso.


En un mismo caso, las distintas modalidades de intervención podrán desarrollarse de forma simultánea, pero que se promoverá en la medida de lo posible sean desarrolladas íntegramente por únicamente uno de los programas. Dichas modalidades de intervención, podrán incluir:

· Sesiones de orientación educativa individual y familiar
· Intervenciones educativas, psicosociales y psicológicas, preferentemente de carácter familiar o grupal, aunque también podrá ser individual, con las niñas, niños y adolescentes y personas adultas. Las de atención con orientación psicológica se llevarán únicamente a cabo en los casos de Trauma Complejo.
· Intervenciones a llevar a cabo, según la necesidad del caso:  en el domicilio, en el entorno natural y podrá llevarse también a cabo en despacho en caso de que las anteriores opciones no se valoren como adecuadas.
· Intervención en red con entidades involucradas y/o necesarias: servicios educativos, sociales, sanitarios, etc.

Esta fase de intervención deberá ser evaluada, en coincidencia con la correspondiente evaluación del Plan de Caso. Esta evaluación se plasmará en el correspondiente informe de evaluación del Plan de Intervención que se remitirá a la persona responsable de caso. Y la persona Responsable de Caso trasladará a la Comisión dicha evaluación. Del mismo modo se deberá comunicar y realizar informe sobre aquellas incidencias relevantes al respecto de los casos. Las incidencias se plasmarán en el correspondiente informe de incidencias que se remitirá a la persona responsable de caso. 

 
En el caso de las intervenciones socioeducativas y psicosociales, la duración máxima de esta fase será de 12 meses, prorrogables tras justificación técnica y aceptación por parte del servicio de otro periodo máximo similar, excepto en aquellos casos en los que el objetivo de la intervención sea complementar a la familia y/o a la persona menor de edad para evitar su salida del domicilio, que se podrán autorizar prórrogas sucesivas mientras se valore que la situación en sostenible y no perjudicial para las personas menores de edad. Se realizarán revisiones de dichas intervenciones cada 6 meses, y cuando el caso así lo requiera (edad NNA, tipo de intervención, etc.)

En el caso de las intervenciones de carácter psicológico en casos de Trauma Complejo, la intervención máxima será de 40 sesiones, únicamente prorrogables de forma excepcional tras justificación técnica y aceptación por parte del servicio del número de sesiones que se vean adecuado y que no podrá exceder de otras 40 sesiones.

Del mismo, modo, en aquellos casos en que las niñas, niños o adolescentes o familia, dejen de acudir durante 2 sesiones sin justificación aceptable, se tramitará su baja del programa, a no ser que, tras justificación técnica y aceptación por parte de Servicio, se plantee la necesidad de mantenimiento durante un número determinado de sesiones más.

En todos los casos primará el criterio de eficiencia de la intervención y sostenibilidad de los recursos, no llevándose a cabo procesos ni prórrogas sin una adecuada justificación y con una clara orientación a resultados, no prorrogándose procesos que no estén obteniendo los resultados para los que se activaron.


III.4 Fase 3. Cierre de la Intervención

Al finalizar cada periodo de intervención, se deberá realizar un adecuado cierre con la persona o personas atendidas, así como una evaluación del logro de los objetivos propuestos en el Plan de Intervención. Se hará una propuesta de actuación acorde con la situación del caso en ese momento. Cuando se vaya a cerrar definitivamente la intervención o realizar un cambio de modalidad de intervención, se deberá emitir un informe de cierre de la misma, tal y como se señala en el apartado VII.

La persona Responsable de Caso trasladará a la Comisión Técnica la propuesta de cierre de la intervención, y comunicará el acuerdo adoptado a la entidad prestataria de este servicio.

Además de estas tres fases apuntadas, en el marco de este contrato también se incluye la comparecencia ante las instancias judiciales bien como perito o bien como testigo-perito en aquellos procedimientos relativos a niñas, niños y adolescentes y sus familias en los que hubiera intervenido a solicitud del Departamento de Cuidados y Políticas Sociales.

Igualmente, y en el marco de este contrato, se deberá prestar asesoramiento, acompañamiento y orientación a otros equipos profesionales que lo demanden para el correcto desarrollo de sus actuaciones e intervenciones. Se trata de colaborar activamente con el resto de los equipos profesionales que atienden a las personas menores de edad para entender las situaciones vitales de las mismas y sus familias, interpretar las demandas, adoptar pautas de trabajo, … 


IV.- ÁMBITO TERRITORIAL DE ACTUACIÓN Y RECURSOS MATERIALES Y HORARIOS

El ámbito territorial para la aplicación del objeto del contrato será el Territorio Histórico de Gipuzkoa, y excepcionalmente, en localidades en las que se encuentren las personas menores de edad y/o las familias a las que atendemos, a fin de garantizar la acción protectora encomendada

Las entidades adjudicatarias aportarán la totalidad de los medios y materiales necesarios para facilitar una atención adaptada a las condiciones del servicio, entre los que se encuentren los locales, material informático, telefónico, etc. adecuados para el desarrollo de sus funciones. 

Para cada uno de los lotes se considera necesario disponer de al menos 3 locales distribuidos territorialmente, con instalaciones que permitan prestar atención a las personas usuarias y ubicar a los equipos profesionales.

Para la atención centralizada e inmediata a las demandas relacionadas con la violencia sexual contra la infancia y adolescencia, se activará un teléfono de atención específica gestionado por la entidad adjudicataria del lote 1.


Se garantizará que las intervenciones se llevan a cabo en horarios que interfieran lo menos posible en la vida cotidiana y actividades regulares de las personas atendidas, haciendo compatible las mismas con la asistencia de la persona menor de edad al centro educativo y de las personas adultas a sus respectivos trabajos. Es por ello que, en ambos programas, Trebatu y Bideratu, se debe asegurar la posibilidad de atención de casos en horario de tardes y fines de semana.


V.- RECURSOS HUMANOS

De conformidad con el artículo 52 del IV. Convenio Colectivo de Sector de INTERVENCIÓN SOCIAL (20100025012011) de Gipuzkoa en su caso, la nueva entidad adjudicataria del Programa deberá subrogar el personal que trabaja en estos momentos en el Programa. 

V.1 Requisitos Y Funciones
Para la ejecución de los servicios requeridos, será preciso que el equipo cuente con los siguientes figuras profesionales:

Lote 1. Programa Bideratu: 

Dirección del servicio: 1 persona a dedicación completa
Coordinador/a de equipo: 2 personas a jornada completa 
Psicólogo/a – Técnico/a de asesoramiento de violencia sexual contra la infancia y adolescencia: 2 personas a jornada completa
Psicólogo/a Terapeuta: 23.084 horas anuales 
Referente familiar: 11.144 horas anuales
Trabajos administrativos: 1 persona a dedicación completa


En los casos en que se expresa jornada completa, se entiende que el número de personas indicadas en cada caso serán las que la entidad licitadora deberá contratar, con las condiciones de jornada marcadas para cada anualidad por el convenio de referencia y sin que se deban cubrir las vacaciones. 

Dirección del Servicio: Deberá ser una persona con formación y experiencia en el ámbito de la administración y dirección de empresas o gestión de recursos sociales, ciencias sociales, educativas o psicológicas, y contará con formación específica en protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en dicho ámbito. Desarrollará, a jornada completa, funciones de dirección del equipo de profesionales, gestión de recursos humanos y materiales y representación e interlocución ante el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales y ante otras instancias. Será responsable de la elaboración y presentación de la Memoria Anual, así como de otros documentos relativos al servicio que le pudieran ser requeridos por el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales. 

Esta figura debe liderar el equipo de profesionales, lo que implica un gran compromiso con la garantía de los derechos de las personas atendidas, con la calidad de la atención y su mejora continua, con la satisfacción de las necesidades y expectativas de personas menores de edad y sus familias, así como con la satisfacción de otros grupos de interés, entre ellos, los y las profesionales del equipo.

Serán sus funciones:

· Velar por el correcto desarrollo de las actuaciones previstas en el contrato y por el cumplimiento de las condiciones técnicas establecidas para la prestación del servicio.
· Organizar y coordinar el funcionamiento del servicio, favoreciendo la adecuada articulación del trabajo desarrollado por los distintos perfiles profesionales que integran el equipo.
· Planificar y realizar el seguimiento de los planes de trabajo, los sistemas de evaluación y las actuaciones orientadas a la mejora de la calidad de la atención prestada.
· Gestionar los recursos humanos, materiales y organizativos adscritos al servicio, procurando una distribución adecuada de tareas y responsabilidades.
· Supervisar la actividad desarrollada por el equipo profesional y promover criterios de intervención homogéneos, acordes con los objetivos y procedimientos establecidos.
· Coordinar la implantación y revisión de metodologías, herramientas de trabajo y procedimientos técnicos que contribuyan a la mejora continua de la intervención.
· Identificar las necesidades de formación del equipo profesional y facilitar actuaciones dirigidas a su actualización y capacitación permanente.
· Mantener la coordinación necesaria con la Diputación Foral de Gipuzkoa y con aquellas entidades, recursos o servicios que intervengan en la atención a las personas destinatarias.
· Supervisar la tramitación y respuesta a las quejas, sugerencias e incidencias relacionadas con el funcionamiento del servicio, así como con las propias intervenciones.
· Garantizar el efectivo ejercicio de los derechos de que son titulares las personas menores de edad y sus familias, atendiendo o tramitando sus peticiones en el marco de la intervención desarrollada.
· Trasladar al Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia propuestas de mejora dirigidas a optimizar la calidad de la atención, la organización del servicio y la consecución de los objetivos previstos.
· Elaborar, remitir y presentar las memorias, informes, datos de actividad y demás documentación técnica requerida en el marco del contrato.
· Velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de protección de datos, confidencialidad y seguridad de la información.
· Participar en las reuniones de seguimiento, coordinación técnica y evaluación vinculadas al servicio.
· Actuar como cauce ordinario de comunicación con el órgano de contratación para todas aquellas cuestiones relacionadas con la ejecución, seguimiento y evaluación del contrato.
· Ser representante del Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia ante la Diputación Foral de Gipuzkoa y ante otros organismos públicos y privados.

Coordinador/a de equipo: Estas figuras profesionales realizarán funciones de apoyo técnico a la Dirección del servicio y de gestión de los equipos profesionales del mismo, que se corresponden con las del Grupo profesional 1 del convenio colectivo sectorial. Deberán estar en posesión de titulación universitaria en el área de las ciencias sociales, educativas o psicológicas, y contarán con formación específica en protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en dicho ámbito. Las personas que ocupen estos puestos ejercerán a jornada completa las siguientes funciones:


· Garantizar la adecuada organización y coordinación técnica de las actuaciones incluidas en el objeto del contrato.
· Impulsar la planificación, seguimiento y evaluación de las intervenciones desarrolladas en el marco del servicio, promoviendo la aplicación homogénea de los criterios técnicos establecidos.
· Elaborar y actualizar las orientaciones técnicas y metodológicas necesarias para el desarrollo de las actuaciones y la formulación de propuestas de intervención.
· Favorecer el trabajo interdisciplinar y la coordinación entre las distintas figuras profesionales que intervengan en la prestación del servicio.
· Facilitar apoyo técnico y espacios de contraste profesional para el análisis de casos, la revisión de intervenciones y la mejora continua de la práctica profesional.
· Promover mecanismos de coordinación y comunicación entre las personas profesionales adscritas al servicio y los distintos recursos implicados en la atención.
· Impulsar la coordinación con servicios públicos, entidades colaboradoras y demás agentes comunitarios relacionados con los programas objeto del contrato.
· Identificar necesidades de actualización técnica y especialización profesional vinculadas al ámbito de la protección a la infancia y la adolescencia, trasladando, en su caso, propuestas de mejora a la entidad adjudicataria y a la Administración contratante.
· Mantener actualizada la información relativa a la actividad desarrollada por el servicio, incluyendo los indicadores, registros y demás elementos de seguimiento que se establezcan.
· Formular propuestas de mejora orientadas al incremento de la calidad, eficacia y adecuación de las actuaciones desarrolladas con las personas menores de edad y sus familias.
· Analizar y sistematizar la información obtenida a través de los instrumentos de evaluación y de los cuestionarios de satisfacción utilizados por el servicio, elaborando las correspondientes conclusiones y propuestas de mejora.
· Participar en las reuniones técnicas, de seguimiento y coordinación que sean convocadas por la Diputación Foral de Gipuzkoa en relación con la ejecución del contrato.


Psicólogo/a – Técnico/a de asesoramiento de violencia sexual contra la infancia y adolescencia. Las personas encargadas de las funciones de asesoramiento tendrán un perfil profesional vinculado con el perfil laboral determinado en el Convenio Colectivo sectorial, que define el perfil de acuerdo con las funciones necesarias para garantizar la prestación y que se corresponden con las del Grupo profesional 1 del citado convenio colectivo sectorial. Deberán estar en posesión del título de psicología, y contarán con formación específica en terapia de familia y/o protección infantil y adolescente y violencia sexual contra la infancia y adolescencia, así como experiencia acreditada en alguno de estos campos. Deberán contar con formación y experiencia en el abordaje de las casuísticas definidas y se guiarán por el código deontológico de la psicología, entendido como el conjunto de principios y normas que orientan la acción y la conducta profesional, ayudándoles en el ejercicio de su profesión y mejorando la calidad del trabajo que se ofrece a la comunidad y a los individuos.


Las funciones profesionales de los/as psicólogos/as técnicos/as de asesoramiento de violencia sexual contra la infancia y adolescencia serán: 
· Prestar apoyo técnico a profesionales de los ámbitos social, educativo, sanitario y otros sistemas de atención a la infancia en relación con la identificación, comunicación y abordaje de situaciones de sospecha o posible existencia de violencia sexual contra personas menores de edad.
· Atender consultas de carácter técnico relacionadas con indicadores de detección, factores de vulnerabilidad o protección y criterios de valoración e intervención en el ámbito de la violencia sexual contra la infancia y adolescencia
· Colaborar en el análisis de la información disponible y en la interpretación de indicadores psicológicos, conductuales, familiares y contextuales asociados al abuso sexual contra la infancia y adolescencia que puedan resultar relevantes para la valoración de cada situación.
· Facilitar criterios técnicos sobre la adecuación de la derivación a recursos especializados, atendiendo a las características y necesidades identificadas en cada caso.
· Realizar aportaciones técnicas para la elaboración de propuestas de intervención ajustadas a las necesidades de la persona menor de edad y de su entorno familiar y social.
· Formular recomendaciones orientadas a la adopción de medidas de protección y buenas prácticas profesionales dirigidas a reducir el riesgo de victimización secundaria.
· Favorecer los procesos de coordinación e intercambio de información entre los distintos sistemas y recursos implicados en la atención a la infancia y adolescencia, en los términos previstos por la normativa aplicable.
· Participar, cuando resulte necesario, en reuniones o espacios de coordinación técnica de carácter interdisciplinar relacionados con casos o situaciones objeto de consulta.
· Diseñar y desarrollar actividades formativas dirigidas a profesionales sobre detección, prevención, valoración e intervención ante situaciones de violencia sexual contra la infancia y la adolescencia.
· Elaborar documentación técnica, materiales de apoyo, protocolos, recomendaciones y guías de actuación orientadas a la mejora de la práctica profesional.
· Elaborar informes y documentos de carácter técnico en las materias objeto del servicio, cuando ello resulte procedente de acuerdo con las necesidades de la intervención.
· Recoger, ordenar y analizar información relevante derivada de la actividad desarrollada, con la finalidad de contribuir a la mejora continua de los procedimientos, herramientas y modelos de intervención.



Psicólogo/a. Las personas encargadas de las funciones de intervención psicosocial tendrán un perfil profesional vinculado con el perfil laboral determinado en el Convenio Colectivo sectorial, que define el perfil de acuerdo con las funciones necesarias para garantizar la prestación y que se corresponden con las del Grupo profesional 1 del citado convenio colectivo sectorial. Deberán estar en posesión del título de psicología, y contarán con formación específica en terapia de familia y/o protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en alguno de estos campos. Deberán contar con formación y experiencia en el abordaje de las casuísticas definidas y se guiarán por el código deontológico de la psicología, entendido como el conjunto de principios y normas que orientan la acción y la conducta profesional, ayudándoles en el ejercicio de su profesión y mejorando la calidad del trabajo que se ofrece a la comunidad y a los individuos.

Las funciones profesionales de los/as psicólogos/as serán: 
· Desarrollar procesos de atención e intervención psicológica, psicoterapéutica y psicosocial dirigidos a personas menores de edad y sus familias, tanto en modalidad individual como familiar o grupal, de acuerdo con las necesidades identificadas y dentro del marco de actuación del sistema de protección infantil.
· Realizar valoraciones técnicas especializadas de las situaciones atendidas, incluyendo el análisis de necesidades, la identificación de factores de riesgo y protección, la formulación de hipótesis de trabajo y la elaboración de propuestas de intervención ajustadas a las características de cada caso. A tal efecto podrán emplearse entrevistas, instrumentos de evaluación y otras herramientas técnicas de uso habitual en la práctica profesional.
· Desarrollar actuaciones terapéuticas especializadas en aquellos supuestos en los que se aprecien indicadores de trauma complejo u otras circunstancias que requieran una intervención específica, priorizando las modalidades de intervención que resulten más adecuadas a las necesidades de la persona menor de edad y su entorno.
· Facilitar apoyo y asesoramiento técnico a las y los profesionales implicados en la intervención, así como participar en los espacios de coordinación y análisis de casos que se establezcan para favorecer la coherencia y complementariedad de las actuaciones.
· Asumir las funciones de referencia técnica de los casos que le sean asignados, elaborando las propuestas de intervención correspondientes, realizando su seguimiento y favoreciendo la coordinación de las actuaciones desarrolladas por los distintos recursos y las y los profesionales implicados.
· Elaborar informes y documentos de carácter técnico en las materias objeto del servicio, cuando ello resulte procedente de acuerdo con las necesidades de la intervención.
· Recoger, ordenar y analizar información relevante derivada de la actividad desarrollada, con la finalidad de contribuir a la mejora continua de los procedimientos, herramientas y modelos de intervención.



Referentes familiares.  En aquellos casos en los que se valore necesario su activación, serán las personas que den apoyo en la realización de la intervención socioeducativa. Tendrán un perfil profesional vinculado con el perfil laboral determinado para el Grupo profesional 2 del Convenio Colectivo sectorial. Sus funciones profesionales en la práctica psicosocial serán: 

· Desarrollar las actuaciones de acompañamiento socioeducativo especializado, tanto individuales, familiares como grupales, orientadas al fortalecimiento de las competencias parentales, relacionales y comunitarias de las familias.
· Promover los recursos y capacidades propias de las familias, fomentando su autonomía, participación y capacidad de afrontamiento ante las dificultades.
· Analizar de forma permanente la realidad social, educativa y comunitaria del territorio, identificando necesidades emergentes, recursos disponibles y oportunidades de intervención.
· Diseñar, implementar, realizar el seguimiento y evaluar programas, proyectos y actuaciones de carácter socioeducativo y psicosocial orientados al logro de los objetivos del servicio.
· Coordinar la intervención con los servicios sociales de base y con los diferentes sistemas de protección, educación, salud, empleo y otros recursos comunitarios implicados, garantizando la coherencia y complementariedad de las actuaciones
· Mediar social, cultural y educativamente para que el sujeto de la educación pueda encontrarse con lugares, personas y contenidos que le ofrezcan recursos y procesos enriquecedores.
· Desarrollar los módulos formativos en materia de igualdad de género para personas menores de 14 años en conflicto con la ley penal.
· Elaborar informes y documentos de carácter técnico en las materias objeto del servicio, cuando ello resulte procedente de acuerdo con las necesidades de la intervención.
· Recoger, ordenar y analizar información relevante derivada de la actividad desarrollada, con la finalidad de contribuir a la mejora continua de los procedimientos, herramientas y modelos de intervención.



Personal administrativo con las siguientes funciones:

· Mantener actualizados los registros, bases de datos y sistemas de información utilizados por el equipo, asegurando la correcta incorporación y tratamiento de la información.
· Preparar y organizar la información necesaria para la elaboración de memorias, informes de actividad, estadísticas e indicadores de seguimiento del servicio.
· Dar soporte al equipo técnico en la elaboración y revisión de documentación, así como en aquellas tareas administrativas vinculadas a la gestión de los casos.
· Redactar y custodiar actas, acuerdos y otros documentos derivados de reuniones de coordinación, seguimiento o toma de decisiones.
· Elaborar y actualizar listados, calendarios, agendas y otros instrumentos de organización interna que faciliten el desarrollo de la actividad del servicio.
· Tramitar convocatorias, comunicaciones y avisos, realizando el seguimiento de las respuestas cuando resulte necesario.
· Colaborar en la utilización y mantenimiento de las aplicaciones informáticas y herramientas de gestión empleadas por la Administración en el ámbito de infancia y adolescencia.
· Atender llamadas telefónicas, gestionar la correspondencia y canalizar las consultas hacia las y los profesionales o servicios competentes.
· Apoyar la organización logística de reuniones, acciones formativas, actividades grupales y demás actuaciones promovidas por el servicio.
· Velar por la correcta organización, archivo y custodia de la documentación generada, de acuerdo con la normativa vigente y los procedimientos establecidos.



Lote 2. Programa Trebatu: 

Dirección del servicio: 1 persona a dedicación completa
Coordinador/a de equipo: 3 personas a jornada completa 
Psicólogo/a Terapeuta: 39.800 horas anuales 
Referente familiar: 89.152 horas anuales 
Trabajos administrativos: 2 personas a dedicación completa


En los casos en que se expresa jornada completa, se entiende que el número de personas indicadas en cada caso serán las que la entidad licitadora deberá contratar, con las condiciones de jornada marcadas para cada anualidad por el convenio de referencia y sin que se deban cubrir las vacaciones. 

Dirección del Servicio: Deberá ser una persona con formación y experiencia en el ámbito de la administración y dirección de empresas o gestión de recursos sociales, ciencias sociales, educativas o psicológicas, y contará con formación específica en protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en dicho ámbito. Desarrollará, a jornada completa, funciones de dirección del equipo de profesionales, gestión de recursos humanos y materiales y representación e interlocución ante el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales y ante otras instancias. Será responsable de la elaboración y presentación de la Memoria Anual, así como de otros documentos relativos al servicio que le pudieran ser requeridos por el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales. 

Esta figura debe liderar el equipo de profesionales, lo que implica un gran compromiso con la garantía de los derechos de las personas atendidas, con la calidad de la atención y su mejora continua, con la satisfacción de las necesidades y expectativas de personas menores de edad y sus familias, así como con la satisfacción de otros grupos de interés, entre ellos, los y las profesionales del equipo.

Serán sus funciones:

· Velar por el correcto desarrollo de las actuaciones previstas en el contrato y por el cumplimiento de las condiciones técnicas establecidas para la prestación del servicio.
· Organizar y coordinar el funcionamiento del servicio, favoreciendo la adecuada articulación del trabajo desarrollado por los distintos perfiles profesionales que integran el equipo.
· Planificar y realizar el seguimiento de los planes de trabajo, los sistemas de evaluación y las actuaciones orientadas a la mejora de la calidad de la atención prestada.
· Gestionar los recursos humanos, materiales y organizativos adscritos al servicio, procurando una distribución adecuada de tareas y responsabilidades.
· Supervisar la actividad desarrollada por el equipo profesional y promover criterios de intervención homogéneos, acordes con los objetivos y procedimientos establecidos.
· Coordinar la implantación y revisión de metodologías, herramientas de trabajo y procedimientos técnicos que contribuyan a la mejora continua de la intervención.
· Identificar las necesidades de formación del equipo profesional y facilitar actuaciones dirigidas a su actualización y capacitación permanente.
· Mantener la coordinación necesaria con la Diputación Foral de Gipuzkoa y con aquellas entidades, recursos o servicios que intervengan en la atención a las personas destinatarias.
· Supervisar la tramitación y respuesta a las quejas, sugerencias e incidencias relacionadas con el funcionamiento del servicio, así como con las propias intervenciones.
· Garantizar el efectivo ejercicio de los derechos de que son titulares las personas menores de edad y sus familias, atendiendo o tramitando sus peticiones en el marco de la intervención desarrollada.
· Trasladar al Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia propuestas de mejora dirigidas a optimizar la calidad de la atención, la organización del servicio y la consecución de los objetivos previstos.
· Elaborar, remitir y presentar las memorias, informes, datos de actividad y demás documentación técnica requerida en el marco del contrato.
· Velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de protección de datos, confidencialidad y seguridad de la información.
· Participar en las reuniones de seguimiento, coordinación técnica y evaluación vinculadas al servicio.
· Actuar como cauce ordinario de comunicación con el órgano de contratación para todas aquellas cuestiones relacionadas con la ejecución, seguimiento y evaluación del contrato.
· Ser representante del Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia ante la Diputación Foral de Gipuzkoa y ante otros organismos públicos y privados.


Coordinador/a de equipo: Estas figuras profesionales realizarán funciones de apoyo técnico a la Dirección del servicio y de gestión de los equipos profesionales del mismo, que se corresponden con las del Grupo profesional 1 del convenio colectivo sectorial. Deberán estar en posesión de titulación universitaria en el área de las ciencias sociales, educativas o psicológicas, y contarán con formación específica en protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en dicho ámbito. Las personas que ocupen estos puestos ejercerán a jornada completa las siguientes funciones:

· Garantizar la adecuada organización y coordinación técnica de las actuaciones incluidas en el objeto del contrato.
· Impulsar la planificación, seguimiento y evaluación de las intervenciones desarrolladas en el marco del servicio, promoviendo la aplicación homogénea de los criterios técnicos establecidos.
· Elaborar y actualizar las orientaciones técnicas y metodológicas necesarias para el desarrollo de las actuaciones y la formulación de propuestas de intervención.
· Favorecer el trabajo interdisciplinar y la coordinación entre las distintas figuras profesionales que intervengan en la prestación del servicio.
· Facilitar apoyo técnico y espacios de contraste profesional para el análisis de casos, la revisión de intervenciones y la mejora continua de la práctica profesional.
· Promover mecanismos de coordinación y comunicación entre las personas profesionales adscritas al servicio y los distintos recursos implicados en la atención.
· Impulsar la coordinación con servicios públicos, entidades colaboradoras y demás agentes comunitarios relacionados con los programas objeto del contrato.
· Identificar necesidades de actualización técnica y especialización profesional vinculadas al ámbito de la protección a la infancia y la adolescencia, trasladando, en su caso, propuestas de mejora a la entidad adjudicataria y a la Administración contratante.
· Mantener actualizada la información relativa a la actividad desarrollada por el servicio, incluyendo los indicadores, registros y demás elementos de seguimiento que se establezcan.
· Formular propuestas de mejora orientadas al incremento de la calidad, eficacia y adecuación de las actuaciones desarrolladas con las personas menores de edad y sus familias.
· Analizar y sistematizar la información obtenida a través de los instrumentos de evaluación y de los cuestionarios de satisfacción utilizados por el servicio, elaborando las correspondientes conclusiones y propuestas de mejora.
· Participar en las reuniones técnicas, de seguimiento y coordinación que sean convocadas por la Diputación Foral de Gipuzkoa en relación con la ejecución del contrato.


Psicólogo/a. Las personas encargadas de las funciones de intervención psicosocial tendrán un perfil profesional vinculado con el perfil laboral determinado en el Convenio Colectivo sectorial, que define el perfil de acuerdo con las funciones necesarias para garantizar la prestación y que se corresponden con las del Grupo profesional 1 del citado convenio colectivo sectorial. Deberán estar en posesión del título de psicología, y contarán con formación específica en terapia de familia y/o protección infantil y adolescente, así como experiencia acreditada en alguno de estos campos. Deberán contar con formación y experiencia en el abordaje de las casuísticas definidas y se guiarán por el código deontológico de la psicología, entendido como el conjunto de principios y normas que orientan la acción y la conducta profesional, ayudándoles en el ejercicio de su profesión y mejorando la calidad del trabajo que se ofrece a la comunidad y a los individuos.

Las funciones profesionales de los/as psicólogos/as serán: 
· Desarrollar procesos de atención e intervención psicológica, psicoterapéutica y psicosocial dirigidos a personas menores de edad y sus familias, tanto en modalidad individual como familiar o grupal, de acuerdo con las necesidades identificadas y dentro del marco de actuación del sistema de protección infantil.
· Realizar valoraciones técnicas especializadas de las situaciones atendidas, incluyendo el análisis de necesidades, la identificación de factores de riesgo y protección, la formulación de hipótesis de trabajo y la elaboración de propuestas de intervención ajustadas a las características de cada caso. A tal efecto podrán emplearse entrevistas, instrumentos de evaluación y otras herramientas técnicas de uso habitual en la práctica profesional.
· Desarrollar actuaciones terapéuticas especializadas en aquellos supuestos en los que se aprecien indicadores de trauma complejo u otras circunstancias que requieran una intervención específica, priorizando las modalidades de intervención que resulten más adecuadas a las necesidades de la persona menor de edad y su entorno.
· Facilitar apoyo y asesoramiento técnico a las y los profesionales implicados en la intervención, así como participar en los espacios de coordinación y análisis de casos que se establezcan para favorecer la coherencia y complementariedad de las actuaciones.
· Asumir las funciones de referencia técnica de los casos que le sean asignados, elaborando las propuestas de intervención correspondientes, realizando su seguimiento y favoreciendo la coordinación de las actuaciones desarrolladas por los distintos recursos y personas profesionales implicadas.
· Elaborar informes y documentos de carácter técnico en las materias objeto del servicio, cuando ello resulte procedente de acuerdo con las necesidades de la intervención.
· Recoger, ordenar y analizar información relevante derivada de la actividad desarrollada, con la finalidad de contribuir a la mejora continua de los procedimientos, herramientas y modelos de intervención.


Referentes familiares.  Las personas encargadas de estas funciones de intervención socioeducativa tendrán un perfil profesional vinculado con el perfil laboral determinado para el Grupo profesional 2 del Convenio Colectivo sectorial. Sus funciones profesionales en la práctica socioeducativa serán: 

· Desarrollar las actuaciones de acompañamiento socioeducativo especializado, tanto individuales, familiares como grupales, orientadas al fortalecimiento de las competencias parentales, relacionales y comunitarias de las familias.
· Promover los recursos y capacidades propias de las familias, fomentando su autonomía, participación y capacidad de afrontamiento ante las dificultades.
· Analizar de forma permanente la realidad social, educativa y comunitaria del territorio, identificando necesidades emergentes, recursos disponibles y oportunidades de intervención.
· Diseñar, implementar, realizar el seguimiento y evaluar programas, proyectos y actuaciones de carácter socioeducativo y psicosocial orientados al logro de los objetivos del servicio.
· Coordinar la intervención con los servicios sociales de base y con los diferentes sistemas de protección, educación, salud, empleo y otros recursos comunitarios implicados, garantizando la coherencia y complementariedad de las actuaciones
· Mediar social, cultural y educativamente para que el sujeto de la educación pueda encontrarse con lugares, personas y contenidos que le ofrezcan recursos y procesos enriquecedores.
· Elaborar informes y documentos de carácter técnico en las materias objeto del servicio, cuando ello resulte procedente de acuerdo con las necesidades de la intervención.
· Recoger, ordenar y analizar información relevante derivada de la actividad desarrollada, con la finalidad de contribuir a la mejora continua de los procedimientos, herramientas y modelos de intervención.


Personal administrativo con las siguientes funciones:

· Mantener actualizados los registros, bases de datos y sistemas de información utilizados por el equipo, asegurando la correcta incorporación y tratamiento de la información.
· Preparar y organizar la información necesaria para la elaboración de memorias, informes de actividad, estadísticas e indicadores de seguimiento del servicio.
· Dar soporte al equipo técnico en la elaboración y revisión de documentación, así como en aquellas tareas administrativas vinculadas a la gestión de los casos.
· Redactar y custodiar actas, acuerdos y otros documentos derivados de reuniones de coordinación, seguimiento o toma de decisiones.
· Elaborar y actualizar listados, calendarios, agendas y otros instrumentos de organización interna que faciliten el desarrollo de la actividad del servicio.
· Tramitar convocatorias, comunicaciones y avisos, realizando el seguimiento de las respuestas cuando resulte necesario.
· Colaborar en la utilización y mantenimiento de las aplicaciones informáticas y herramientas de gestión empleadas por la Administración en el ámbito de infancia y adolescencia.
· Atender llamadas telefónicas, gestionar la correspondencia y canalizar las consultas hacia las y los profesionales o servicios competentes.
· Apoyar la organización logística de reuniones, acciones formativas, actividades grupales y demás actuaciones promovidas por el servicio.
· Velar por la correcta organización, archivo y custodia de la documentación generada, de acuerdo con la normativa vigente y los procedimientos establecidos.


Ambos Lotes

En ambos programas, todos los y las profesionales del programa tendrán la obligación de detectar y comunicar de forma inmediata las situaciones de riesgo, desprotección o vulnerabilidad que requieran una intervención específica o urgente, conforme a los protocolos y procedimientos establecidos por la administración contratante.

Del mismo modo, todos los y las profesionales incorporarán de manera transversal en todas las actuaciones los principios de igualdad de mujeres y hombres, perspectiva de género, diversidad, inclusión, interculturalidad, participación infantil y enfoque de derechos.

Además, garantizarán el cumplimiento de la normativa vigente en materia de protección de datos, confidencialidad y secreto profesional.

Asimismo, la utilización secuenciada o simultánea de estos recursos estará determinada por las necesidades particulares de cada caso.

Se contará con una supervisión técnica, externa a la empresa, del trabajo de las personas profesionales y de su funcionamiento, tanto del equipo de trabajo como del equipo directivo, aunque ambas se realizarán de modo independiente. 

La adjudicataria deberá comunicar con antelación y por escrito, al Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia, cualquier proyecto de publicación, celebración de jornadas, congresos u otro tipo de actuación de transcendencia exterior, que deberá asimismo ser de su conformidad antes de llevarse a cabo. 



V.2 Selección Del Personal

La titulación requerida para cada una de las figuras profesionales que componen las plantillas de personal será la correspondiente a cada uno de los puestos.  

La entidad adjudicataria realizará sus procesos de selección de personal de conformidad con lo establecido en la Ley 2/2024, de 15 de febrero, de Infancia y Adolescencia y con el resto de la normativa vigente en la materia.

El procedimiento para la selección del personal se realizará con unos criterios definidos que incluirán la valoración de la cualificación académica, la formación complementaria en protección infantil, la experiencia en trabajos de similar contenido, las características, actitudes y competencias personales de las y los candidatos, así como la idoneidad de las mismas para el trabajo con niños, niñas y adolescentes en desprotección social.

Será requisito para ejercer como personal profesional no haber sido condenado por sentencia firme por algún delito contra la libertad e indemnidad sexual, que incluye la agresión y abuso sexual, acoso sexual, exhibicionismo y provocación sexual, prostitución y explotación sexual y corrupción de menores, así como por trata de seres humanos, lo cual de demostrará mediante el Certificado de Delitos de Naturaleza Sexual de cada una de las personas trabajadoras y que la entidad actualizará anualmente. . 


V.3 Formación Del Personal

La entidad que gestione cada programa deberá realizar un Plan de Formación, que contemple acciones formativas tanto iniciales como continuadas de, al menos, 20 horas anuales para cada profesional del equipo. 

Además, la entidad gestora asegurará la participación de su personal en la formación que anualmente organice el Servicio de Protección a la Infancia y Adolescencia y la transmisión de los contenidos, conclusiones o tareas resultantes de la misma a todas las personas profesionales que no hayan asistido directamente a la misma.


V.4 Supervisión Técnica Externa

Se contará con una supervisión técnica externa a la entidad sobre el trabajo de las personas profesionales y del funcionamiento, el equipo. 

La planificación de la supervisión (recursos humanos y currículo vitae que incluya la acreditación técnica de dichos recursos humanos, recursos materiales, objetivos, metodología y temporalidad) deberá enviarse al Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia.

Esta supervisión debe cumplir las siguientes características:

· Tendrá el objetivo de ser apoyo técnico y personal a cada profesional de atención directa en las dificultades de su trabajo.
· Garantizará el cumplimiento de tareas y funciones profesionales y la detección y eliminación de cualquier práctica inadecuada en la atención a las personas menores de edad y sus familias.
· Incluirá formación precisa para lograr la coherencia técnica de la intervención de las personas profesionales, y aportará criterios de funcionamiento adecuados y homogéneos, que en todo momento deberán ser acordes a los estipulados por el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia.
· Se basará en el análisis de los casos atendidos por el programa, siempre y cuando sea de ayuda.
· Incluirá a las personas profesionales que se encuentren realizando sustituciones de personal, bien sea por vacaciones, bien por incapacidad laboral transitoria.
· La supervisión tendrá una dedicación mínima de 3 horas mensuales, que deberán desarrollarse en un horario específico e independiente de cualquier otra actividad o reunión.
· La persona profesional que la realice será ajena a la entidad y sin ninguna otra función dentro de la misma. Tampoco mantendrá ninguna relación profesional ni personal con las personas usuarias del Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia.
· El o la supervisora deberá estar adecuadamente acreditada como tal.
· Si el Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia lo considerase de relevancia crucial para la intervención, podrá contrastar directamente información relativa a la supervisión.


VII.- PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN

Serán principios de actuación:

1. Los niñas, niños y adolescentes son sujetos de derechos. Este planteamiento implica reconocer a la infancia y a la adolescencia como un sujeto propio, con sus necesidades y características específicas, no subordinado a las de las personas adultas que les rodean. La aplicación de este principio es la concreción del modelo de atención centrada en la persona en el ámbito de la protección a la infancia.
2. Individualización y diversidad. Esto implica una intervención muy dinámica, ajustada, planificada y coordinada, planteando una mirada equitativa, compensadora.
3. Protagonismo, entendido como reflexionar y co-construir con las niñas, niños, adolescentes y sus familias antes de tomar una decisión, considerando los pros y los contras o los motivos por los que se toma. 
4. Importancia de la familia, de tal manera que buscamos activamente establecer una alianza con la familia para generar un proceso que solvente las dificultades que puedan tener para garantizar el adecuado cuidado de los niñas, niños y adolescentes, poder ejercer la parentalidad, promoviendo la implicación y manteniendo un vínculo afectivo. 
5. Afectividad consciente y mirada positiva. Es imprescindible ser conscientemente afectivos, cálidos, cercanos y protectores. 
6. Continuidad de la intervención, coordinación y colaboración entre equipos
7. Responsabilidad pública


VIII. OBLIGACIONES ORGANIZATIVAS Y METODOLOGICAS DE LAS ENTIDADES ADJUDICATARIAS 

VIII.1 Coherencia interna del Sistema de Protección infantil foral

El Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia garantizará la coherencia de estos servicios con todas las fases y entidades competentes del sistema de protección infantil.

El propio Servicio establecerá, con este objetivo, criterios de uso común de información o documentación, así como sistemas o procedimientos compartidos, e incluso grupos de trabajo que tendrán como objeto la actuación coherente entre las figuras profesionales intervinientes. Para ello, las adjudicatarias deberán seguir las directrices de contenido, metodológicas, documentales, informativas e interpretativas que se marquen desde la administración contratante.

El Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia viene elaborando un Manual de Procedimientos que contiene la descripción de principios de actuación, normativa y actividades comunes que deben servir de guía para la realización de las funciones que tiene asignadas. 

Los elementos pertinentes para este concurso del Manual de Procedimientos, se facilitarán a las entidades que así lo soliciten cara a la preparación del proyecto para el concurso.

La entidad contratista deberá garantizar el cumplimiento de estos procedimientos, así como de la normativa que afecta al servicio.
 
VIII.2 Trabajo en red

Los equipos profesionales de la entidad adjudicataria asistirán a cuantas reuniones se les convoque por parte del Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia, con el motivo de conseguir una acción coherente entre las y los diferentes profesionales de todos los equipos de protección infantil, tanto en metodología y conceptos, como de representación de la acción foral ante terceros (instancias educativas, sanitarias, judiciales, etc.).

VIII.3 Documentación y materiales

Las entidades adjudicatarias deberán utilizar los documentos y materiales, así como las bases de datos creadas por el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales para la gestión de los casos atendidos.

Toda la documentación obtenida o generada en el marco de estos programas será propiedad del Departamento de Cuidados y Políticas Sociales y, como tal, deberá ser volcada en la aplicación informática para ello establecida. Del mismo modo, toda solicitud de documentación e información por parte del servicio/sección deberá ser atendida.

VIII.4 Protocolos de actuación internos y externos

El desarrollo de los servicios deberá guiarse por los procedimientos internos o los protocolos suscritos con otras administraciones (servicios sociales municipales, Departamentos de Educación y Sanidad del Gobierno Vasco, Ertzaintza…)

IX. RELACIONES DIPUTACION FORAL DE GIPUZKOA – ENTIDAD ADJUDICATARIA

Se establecerán acciones de coordinación a varios niveles: 

· Entidad adjudicataria –Diputación Foral de Gipuzkoa: revisión del proyecto, revisión de memorias, análisis de propuestas de modificación y mejora del proyecto de trabajo...

· Dirección servicio – Secciones del Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia: seguimiento de cargas de trabajo, de funcionamiento, transmisión de directrices, recepción de propuestas o aportaciones, trabajo sobre criterios técnicos… 

· Entre los equipos técnicos y el personal técnico del Servicio de Protección a la Infancia y la Adolescencia, cuando lo necesite cualquiera de las partes con objeto de: supervisar casos, realizar consultas, contrastar informes, realizar acciones conjuntas ante instituciones o usuarios…

· Además, la parte adjudicataria se compromete a estar a disposición de la administración contratante para cuantas reuniones haya que mantener como consecuencia de la realización de este proyecto, así como de acudir a cuantas formaciones se les propongan.

Durante el período de ejecución del contrato, la adjudicataria deberá presentar ante el Departamento de Cuidados y Políticas Sociales los siguientes documentos:

En relación a los casos atendidos:

· Plan de Intervención. Se emitirá al finalizar el plazo establecido para la fase recepción de caso y elaboración del plan de intervención. Este Plan de Intervención, coherente y jerarquizado con el Plan de Caso establecido, estará estructurado según una planificación escrita, con unos objetivos específicos, una temporalidad calendarizada, un marco concreto de actuación (individual, familiar…), la determinación de los agentes intervinientes, la previsión de recursos a utilizar, metodología o programa concreto a desarrollar, … 

· Informes de evaluación de la intervención. Su periodicidad estará acompasada temporalmente a las evaluaciones del Plan de Caso y deberán informar sobre la evolución de las niñas, niños, adolescentes y familias en el programa, grado de cumplimiento del Plan de Intervención y propuestas de actuación.

· Informe de cierre. Recogerá un resumen de la intervención realizada, una evaluación de los objetivos propuestos y una propuesta de actuación que plantee las necesidades que presentan las niñas, niños, adolescentes y familias al finalizar el programa

· Informes especiales Además de estos documentos, deberán realizarse cuantos informes sean requeridos por los equipos del Departamento de Cuidados y Políticas Sociales y, en especial, aquellos que deban dar cuenta de incidencias importantes en la situación de las personas menores de edad y sus familias o las gestiones que se han realizado para el abordaje de una situación.

Asimismo, los equipos del servicio mantendrán coordinación presencial, telefónica o telemática con la frecuencia establecida y/o siempre que las circunstancias lo requieran.

En relación a los programas y a sus servicios:

· Memoria anual sobre el desarrollo de los servicios, que deberá ser presentada al Departamento de Cuidados y Políticas Sociales dentro del primer trimestre del año posterior. Deberá presentarse en formato electrónico e incluirá una presentación visual para facilitar su comunicación. Esta Memoria deberá recoger datos sobre:

· Cobertura: nº de familias y personas menores de edad atendidas; características demográficas de las familias, tipologías atendidas.
· Proceso: programas desarrollados, recursos empleados, plazos transcurridos, intervenciones de urgencia realizadas, duración total de las intervenciones…
· Resultados: altas/bajas; motivos de baja, evaluación de resultados centrados en variables que informen del bienestar alcanzado por las personas menores de edad atendidas y sus familias, objetivos alcanzados/no alcanzados, nivel de satisfacción de usuarios, quejas, personas profesionales implicadas.
· Propuestas de mejora

· Memoria económica

· Informes sobre estudios o actuaciones requeridas dentro de las funciones que se establecen en este mismo documento: sistematización de la calidad y evaluación sistemática
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